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PROYECTO DE LEY  27  DE 2012 SENADO


“Por la cual se consulta al pueblo para convocar una Asamblea Constituyente que  reforme la Constitución Política en lo relacionado con la Justicia y la elección de sus delegatarios”

El Congreso de Colombia

DECRETA:
CAPÍTULO I

OBJETO, COMPETENCIA Y DURACIÓN

ARTICULO 1. Objeto. El objeto de la presente ley es convocar al pueblo colombiano para que en votación popular decida si una asamblea constituyente acorde al artículo 376 de la Constitución, reforme  parcialmente la constitución, con competencia excepcional para modificar las normas constitucionales contenidas en el Titulo VIII relativas a la administración de justicia, la Rama judicial y las normas constitucionales concordantes que sin pertenecer al mismo título confluyan con la administración de justicia.

Se entenderá que el pueblo convoca la asamblea constituyente, si así lo aprueba, cuando menos, una tercera parte de los integrantes del censo electoral. La asamblea deberá ser elegida por el voto directo de los ciudadanos,  en acto electoral que no podrá coincidir con otro. 

La consulta para convocar la asamblea constituyente para reformar parcialmente la Constitución Política en lo relacionado con la administración de Justicia, y la elección de sus delegatarios se verificarán en dos actos separados.

A partir de la elección de los miembros de la asamblea constituyente, quedará en suspenso por el período de sesiones que determine esta Ley, la facultad ordinaria del Congreso para interpretar, reformar y derogar las normas constitucionales relacionados con la administración de justicia que se sometan al conocimiento de la asamblea constituyente, relacionadas en la presente Ley. 

ARTICULO 2. Competencia. La presente ley determinará las preguntas que el Presidente de la República consultara al pueblo y el marco de asuntos a reformar sobre los cuales la asamblea podrá deliberar y decidir, siéndole estrictamente prohibido conocer, pronunciarse o decidir sobre asuntos diferentes a los establecidos en esta ley. 
Corresponde al Presidente de la República conforme a los artículos 8 y 52 de la Ley estatutaria 134 de 1994 sobre mecanismos de participación ciudadana, consultar al pueblo a través de un cuestionario que admite como respuesta un “SI” o un “NO”. Sobre la conveniencia de convocar una asamblea constituyente, y sobre el proyecto de articulado o parámetros de competencia de la misma, que se decidirá en votación por los ciudadanos.

Las preguntas que el Presidente de la República pondrá a consideración de los ciudadanos en los términos de la presente ley serán las siguientes.

¿Aprueba la convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente que interprete, reforme, adicione y derogue parcialmente la Constitución Política en lo relacionado con la administración de Justicia? ____SI ___NO

¿Aprueba que el temario o proyecto de artículos constitucionales, que se somete al conocimiento y reforma de la asamblea constituyente sean los previstos en el Titulo VIII y demás normas constitucionales que considere la asamblea constituyente sean concordantes con la justicia?  ____SI ___NO

ARTICULO 3.  Sede y duración. La asamblea constituyente tendrá su sede en la capital de la República, se reunirá en el sitio que designe para el efecto el Presidente de la República. Sus sesiones se realizaran continua e ininterrumpidamente por el término de tres meses contados a partir de la fecha de su instalación, acto que se verificara  una vez se proclame electa la Asamblea por parte del Consejo Nacional Electoral. Sin que sea posible ampliar o prorrogar el término de las sesiones previsto en esta ley.

CAPÍTULO II

COMPOSICIÓN, ELECCION  Y FUNCIONAMIENTO

ARTICULO 4. Composición. El número de delegatarios de la asamblea constituyente será de cincuenta miembros electos popularmente.

La elección de los delegatarios será plurinominal, es decir, por listas. En ella se aplicará el sistema de cifra repartidora entre los partidos y agrupaciones sociales con mayor votación. Conforme a lo previsto en los incisos 1 y 2 del artículo 263 A de la Constitución Política. Las listas podrán ser cerradas o con voto preferente.   

ARTICULO 5. Elección. La consulta para convocar la Asamblea Constituyente para reformar parcialmente la Constitución Política en lo relacionado con la administración de Justicia, y la elección de sus delegatarios se verificará  en dos actos separados.

Sancionada la ley que convoca la consulta, el Presidente de la República la remitirá a la Corte Constitucional para que ésta decida previamente sobre su constitucionalidad formal, de conformidad con lo establecido en los artículos 241 inciso 2, y 379 de la Constitución Política.

Para elegir los miembros de la asamblea, es requisito que el pueblo se haya pronunciado de manera favorable a la convocatoria de la Asamblea Constituyente. Por lo tanto, si la consulta es favorable a la convocatoria de la Asamblea, se fijará la fecha para la elección de los delegatarios dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de los resultados de la consulta por parte del Consejo Nacional Electoral.

En todo caso, las elecciones de los miembros de la asamblea constituyente deberán realizarse un día antes de la elección de los miembros del Congreso de la República que se cumpla en el año 2.014 siempre y cuando se encuentre dentro de los términos previstos en el inciso anterior. Los candidatos a delegatarios de la asamblea constituyente no podrán ser candidatos al Congreso en el año 2.014.

ARTICULO 6. El Presidente de la República instalara las sesiones de la asamblea constituyente, sesionarán durante tres meses de manera continua e ininterrumpida. Las sesiones serán de carácter público, y transmitidas por los medios de comunicación pública y medios alternativos. Los ciudadanos tendrán acceso a la información de manera clara, oportuna y libre, tendrán acceso a los documentos que estudie, emita o suscriban los constituyentes.

CAPÍTULO III

REQUISITOS, INHABILIDADES  Y PROHIBICIONES
ARTICULO 7. Para ser elegido delegatario de la asamblea constituyente para la justicia se requiere: 

Ser colombiano de nacimiento y ciudadano en ejercicio

Ser abogado y tener más de treinta años de edad en la fecha de la elección

Haber desempeñado durante diez años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente.

No estar desempeñando ningún otro  cargo o empleo de responsabilidad política o de jurisdicción o mando en el sector público, o de representación pública de intereses privados en el momento de la inscripción de la candidatura. En tales casos, la inscripción como candidato a la Asamblea implica la desvinculación automática del cargo o del empleo correspondiente y así será reconocida por el empleador respectivo. Al momento de la inscripción, también deberá declararse la terminación de los contratos que el candidato hubiere celebrado con una entidad pública, salvo para el desempeño de actividades docentes.

PARAGRAFO. Se exceptúa el título de abogado para funcionarios del área administrativa de la Rama Judicial.

ARTICULO 8. No podrá ser inscrito como candidato ni elegido delegatario de la asamblea constituyente para la justicia: 

Quienes hayan sido condenados en cualquier época por sentencia judicial, a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos.

Quienes hayan perdido la investidura de congresista.

Quienes tengan doble nacionalidad, exceptuando los colombianos por nacimiento.

Parágrafo primero. La excepción también se extenderá a todos aquellos que hayan sido beneficiarios de indulto, auto inhibitorio o cesación de procedimiento como resultado de un proceso de paz con el Gobierno Nacional, según certificación expedida por el Ministerio del Interior.

Parágrafo segundo. Los miembros de la Asamblea tendrán inmunidad desde la elección hasta la culminación de las sesiones y serán inviolables por sus opiniones y votos. 

Parágrafo tercero. Los candidatos a la asamblea constituyente y los  delegatarios elegidos, no podrán ser inscritos como candidatos ni elegidos a ninguna corporación pública de elección popular para las elecciones que se realicen en el año 2014.

ARTÍCULO 9. Prohibiciones generales. La Asamblea deliberará y decidirá exclusivamente sobre los temas anteriormente señalados. Los casos en que podrá modificar artículos constitucionales de Títulos diferentes  a los señalados en el artículo anterior serán excepcionales y en ningún caso será conducta generalizada por parte de la Asamblea. La o las presidencias de la Asamblea velarán por el estricto cumplimiento del presente artículo. 

ARTÍCULO 10.  Para los asambleístas rigen las mismas inhabilidades, incompatibilidades, garantías y asignaciones previstas para los congresistas. Se entienden incluías entre las garantías la inviolabilidad del voto y opiniones así como la inmunidad, que serán las mismas que las de los congresistas. 

	


ARTICULO 11.   Las reuniones y deliberaciones de la Asamblea se regirán por el reglamento que  la misma Asamblea determine, a falta del cual será el del Congreso de la Republica.

ARTICULO 12. La  Asamblea podrá citar a cualquier funcionario del orden nacional para recibir de ellos información, excepto en materias reservadas.

Capitulo IV

PROCEDIMIENTO ELECTORAL

ARTICULO 13. El Gobierno Nacional y la Organización Electoral procederán a reglamentar y organizar la consulta popular para que el pueblo decida si convoca una asamblea constituyente, y sobre el proyecto de articulado o parámetros de competencia de la misma, una vez aprobada la convocatoria de la Asamblea Constituyente procederán a reglamentar las medidas conducentes para  contabilizar los votos que se emitan para la elección de los miembros de la asamblea constituyente. 

ARTICULO 14. El Gobierno Nacional y  la Organización Electoral regularan, inspeccionaran, vigilaran y garantizaran las elecciones de la Asamblea Nacional Constituyente y sus delegatarios conforme al título IX de la Constitución Política.

Las tarjetas electorales numeradas e impresas en papel que ofrezcan seguridad, serán suministrados por la Organización Electoral deben aparecer identificados con claridad los candidatos y el número de la respectiva lista. 

El texto que deberá contener el voto afirmativo es el siguiente: 

"Voto por la siguiente lista de candidatos para integrar la asamblea constituyente para interpretar, reformar y derogar parcialmente la Constitución Política en lo relacionado con la administración de Justicia que sesionará entre el ______de 2.0​​​_____y el _______ de ________ de 2.0______, la cual estará regulada por lo establecido en la Ley” 

Las tarjetas electorales que contengan el voto afirmativo de los ciudadanos y la correspondiente lista de candidatos, deberán identificarse en lugar visible con el número que les señale la Registraduría Nacional del Estado Civil mediante sorteo. 

Podrá agregarse un símbolo que distinga la lista de que se trata, el cual deberá registrarse ante el Consejo Nacional Electoral antes de la fecha señalada en la presente Ley para el cierre de las inscripciones de listas de candidatos. Dicho símbolo no podrá ser expresivo de antagonismos hacia naciones extranjeras ni en forma alguna parecerse o tener relación gráfica o fonética con los símbolos de la Patria.

ARTÍCULO 15. El Gobierno Nacional y la Organización Electoral reglamentaran y determinaran el censo electoral vigente para la consulta para convocar la Asamblea Constituyente para reformar parcialmente la Constitución Política en lo relacionado con la administración de Justicia, y el censo para la elección de sus delegatarios. Inscripción de cédulas, aplicación del Código Electoral y Contencioso Administrativo relacionadas con las elecciones para Congresistas y los preceptos que los reglamentan, complementan o adicionan, en cuanto sean compatibles con la naturaleza de ellos. los principios orientadores del sufragio; sistema de cuociente electoral y mayores residuos; integración y funciones de la Organización Electoral; exclusión de militares y guardas de rentas y de prisiones de las listas de sufragantes; inscripción de candidaturas; votaciones; número de horas que duran los comicios; escrutinios en cuanto a lo no regulado en este Decreto; causales de reclamación; causales de nulidad; sanciones y procesos electorales.

ARTÍCULO 16. La inscripción de listas de candidatos se hará ante los Delegados del Registrador Nacional del Estado Civil. En el momento de la inscripción, la cual deberá ser previa y expresamente aceptada por cada uno de los correspondientes candidatos, éstos deberán acreditar las calidades previstas en la presente Ley.

Ningún candidato podrá inscribirse en más de una lista. Si así lo hiciere, la Registraduría Nacional del Estado Civil, después de haber realizado los cruces correspondientes, excluirá al respectivo candidato de todas las listas mediante providencia que no admite recurso alguno. 

La Registraduria Nacional del estado Civil reglamentara la forma y oportunidad de modificar las listas en caso de falta absoluta o renuncia de alguno o algunos de los candidatos.

ARTÍCULO 17. Las listas sólo contendrán los nombres de los candidatos principales. No habrá suplentes. Las faltas absolutas de los miembros  delegatarios elegidos, o sus ausencias temporales por enfermedad debidamente comprobada, serán cubiertas por los  candidatos no elegidos en la misma lista, en el orden de su inscripción. En tal caso sólo se aplicarán las inhabilidades e incompatibilidades a partir del momento de la posesión del correspondiente miembro delegatario. 

ARTÍCULO 18. Los escrutinios se realizarán de acuerdo con los procedimientos establecidos en la ley para la elección de Corporaciones Públicas, pero corresponde al Consejo Nacional Electoral  hacer el escrutinio final de los votos emitidos con base en las actas y registros válidos de los escrutinios practicados por sus delegados, así como declarar la elección de delegatarios a la Asamblea Constitucional, previa aplicación del sistema de cifra repartidora entre los partidos y agrupaciones sociales con mayor votación. Conforme a lo previsto en los incisos 1 y 2 del artículo 263 A de la Constitución Política.

Capítulo V

VIGENCIA

ARTÍCULO 19. La presente Ley rige desde la fecha de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 

JUAN CARLOS VÉLEZ URIBE 

Senador de la República
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EXPOSICION DE MOTIVOS

ACCESO A LA JUSTICIA Y DESCONGESTION PILARES DE LA ASAMBLEA CONSTITUYENTE

Ante el hundimiento del acto legislativo han surgido varias propuestas para superar la pregunta que ha quedado en los ciudadanos, cuál será el camino para que el servicio público de justicia funcione? Ante este dilema debo señalar inicialmente que comparto los argumentos de un grupo de promotores del referendo derogatorio, cuando señalan que una reforma a la justicia es una necesidad inaplazable para la sociedad colombiana. Aunque el camino que pretendemos recorrer es diferente al de ellos, el nuestro es el de la asamblea constituyente con un marco funcional limitado a la reforma judicial.
Al plantear el acto legislativo 7 de 2011 Senado 143 de 2011 Cámara, de la reforma a la Justicia, el Gobierno Nacional intentó atacar tres problemas básicos, que son los que tocan al ciudadano cuando busca la justicia: la congestión de los despachos judiciales, el acceso a un juez y la impunidad.

Las cifras del Consejo Superior de la Judicatura son dicientes, casi 800 mil procesos quedaron sin tramitar durante el año 2011 en la Rama Judicial, por eso la reformaba  buscaba atacar entre otras  la congestión y por eso quiso ampliar facultades a personas distintas a los jueces para decidir casos.

La Constitución del 91 nos dio el sistema judicial más inoperante de Occidente (lo certifica un estudio del Banco Mundial). Resolver una controversia sobre contratos dura lo que la vida probable de las partes. Un juicio electoral, en ningún caso se resuelve dentro del período del cargo en cuestión. Las dos instancias de procesos de nulidad de actos administrativos puede tardar 10 años o más.

Nueva York, con 20 millones de habitantes, tiene 350 jueces que resuelven pronta y cumplidamente desde la suerte de quien robó un celular hasta un contradictorio que les planteen por 100 mil millones de dólares. Bogotá, en cambio, tiene 534 jueces.

El deterioro institucional creado por la malograda reforma a la Justicia ha dado origen a que varias organizaciones ciudadanas sugieran alternativas a la crisis dejada por el hundimiento irregular del proyecto de acto legislativo 07 de 2011 Senado 143 de 2011 Cámara “Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia” planteando desde el principio de la vicisitud un referendo derogatorio frente a lo que se aprobó, revocatoria del Congreso y Asamblea Constituyente.

Desde enero del año 2010 juristas como el Dr. NESTOR HUMBERTO MARTINEZ NEIRA ex ministro de justicia, y ante el fracaso de las reformas tramitadas en el Congreso han llamado la atención de que la asamblea constituyente es el camino.

Nunca en el país una iniciativa legislativa, como el hundido Acto Legislativo que reformaba la justicia en asuntos relacionados con la justicia, que fue impulsado por las tres ramas del poder público había causado tanto desconcierto en la opinión pública colombiana. Hace 20 años el 5 de febrero de 1991 una situación similar creo las bases de un fortalecimiento institucional que permitió superar la situación de perturbación ya que las instituciones tal como se encontraban diseñadas no eran  suficientes para enfrentar las diversas formas de violencia a las que tenían que encarar. Como se dijo en aquella oportunidad “No es que las instituciones se hayan constituido PER SE en factor de perturbación, sino que han perdido eficacia y se han vuelto inadecuadas”, se instaló así la Asamblea Nacional Constituyente que expidió la Constitución Política de 1991. La ocasión es propicia para hacer memoria sobre los hechos que dieron lugar a este episodio, calificado como uno de los diez acontecimientos más importantes de la historia política colombiana de los últimos cien años. Evocar su creación es traerla a las realidades del presente para confrontarla con las expectativas de las nuevas generaciones, pues la Constitución es un proceso político abierto.

Colombia tuvo seis asambleas constituyentes. En 1828, 1863, 1886, 1905, 1910, 1953 y, una fallida, en 1978. A diferencia de ellas, la Constituyente del 91 no fue producto de una hegemonía o de acuerdos excluyentes, sino de la confluencia de voluntades diversas que reclamaban una reforma institucional para la democracia. Fueron varios los sucesos que dieron lugar a su convocatoria. En la última década del siglo pasado, los asesinatos de los candidatos presidenciales Luis Carlos Galán, Jaime Pardo Leal, Bernardo Jaramillo y Carlos Pizarro no lograron detener el torbellino que reclamaba el cambio. La decisión de varios grupos insurgentes como el M-19 y el Epl; la insubordinación de los estudiantes, que promovieron una séptima papeleta en las elecciones de marzo de 1990; la fatiga ciudadana por la violencia de los años 80, en particular, del narcoterrorismo, y el rechazo a la corrupción política, desataron una fuerza democrática en ascenso.

DE LAS RAZONES JURÍDICAS PARA CONVOCAR UNA ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE PARA LA JUSTICIA

A través de la asamblea constituyente de 1991 la República de Colombia se dio una nueva Constitución, la cual, entre otras innovaciones, estableció un sistema de valores fundamentales y principios materiales que informan, orientan y articulan el ordenamiento jurídico y en consecuencia cumplen una función  interpretativa, crítica e integradora. Uno de los aportes fue el reconocimiento de la soberanía popular, consagrado en el artículo 3º. De la Carta, que dice:

 

“ La soberanía reside exclusivamente en el pueblo, del cual emana el poder público. El pueblo la ejerce en forma directa o por medio de sus representantes, en los términos que la Constitución establece”.

 

En efecto, de conformidad con la doctrina universal de la teoría general del Estado, en la democracia constitucional el poder soberano del pueblo se ejerce de dos manera diferentes:

 

- Como un poder pleno, soberano en sentido lato, cuando se manifiesta en las circunstancias propias de la creación de una constitución.

 

- Como un poder velado pero potencial, cuando se ejerce durante la vigencia y eficacia de una constitución. En este caso el poder soberano se encuentra encauzado por los parámetros constitucionales y sólo se manifiesta directamente cuando se produce una crisis constitucional que ponga en duda la validez o la eficacia de la constitución.

Hoy, ante las dificultades producto del desbarajuste institucional causado por la frustrada reforma a la justicia, es irrefutable acudir al constituyente primario para enmendar la incapacidad del Congreso para adelantar la citada reforma a la justicia, los evidentes problemas de gobernabilidad, imagen y credibilidad del ejecutivo, dicientes por el desplome generalizado de los índices que lograba hasta el momento; la Rama Judicial, a través de sus Cortes, ha quedado desconceptuada hasta el punto de llegar al 70 por ciento o más de percepción negativa; y la Rama Legislativa, representada en los congresistas, tiene cifras de desaprobación igualmente dramáticas, todavía peores en cuanto a los partidos políticos (cerca del 80%), supuestos canales de la democracia, exclusiva y excluyentemente dirigidos por los mismos congresistas. Nunca, como en la actualidad, se había llegado pues a un límite rayano en el mismo desprecio que los colombianos sienten, sin distingo, por guerrilleros y paramilitares.

Por ende, ante esta situación, consideramos que se debe acudir al constituyente primario para que este poder originario organice a través de una Asamblea Nacional Constituyente la justicia y sea esta la que proceda a crear, interpretar, derogar y reformar los asuntos relacionados con la justicia y su administración, constituyente conformada por los más aptos juristas.

 

Ahora bien, la soberanía popular conduce a la reflexión acerca de la teoría del poder constituyente, como quiera que ésta sea una manifestación de aquella.

 

La teoría constitucional distingue, pues, entre poder constituyente o primario, y poder constituido o derivado o secundario.

 

El poder constituyente es el pueblo, el cual posee per se un poder soberano absoluto, ilimitado, permanente, sin límites y sin control jurisdiccional, pues sus actos son políticos- fundacionales y no jurídicos, y cuya validez se deriva de la propia voluntad política de la sociedad. Casi siempre su manifestación va acompañada de una ruptura del orden jurídico anterior.

 

El poder del pueblo es anterior al derecho, fuente del derecho, esencia del derecho e, igualmente, modificatorio de todo el derecho, inclusive el derecho constitucional.

 

En este sentido, el poder constituyente, como anota Schmitt, “es la voluntad política cuya fuerza a autoridad es capaz de adoptar la concreta decisión de  conjunto sobre modo y forma de la propia existencia política, determinando así la existencia de la unidad política como un todo. De las decisiones de esta voluntad se deriva la validez de toda ulterior regulación legal-constitucional. Las decisiones como tales  son cualitativamente distintas de las normaciones legal-constitucionales establecidas sobre su base” (SCHMITT, Carl. Teoría de la Constitución. Ed.  Nacional. México 1970. Págs. 86 y 87). 

 

Ahora bien, el poder Constituyente primario se puede expresar directamente a través de un plebiscito o de una Asamblea Nacional Constituyente democrática.

 

En Colombia el pueblo, en general, se ha manifestado de tres formas:

 

a) Directamente a través del plebiscito de 1957 o a través de comisionados por el pueblo para una Asamblea Constituyente. En 1863 y 1886 la Asamblea fue producto de la decisión  de los triunfadores de una guerra civil. Y en 1991 fue producto del  sufragio universal, igual y secreto como procedimiento democrático. En estos casos, no existen otros límites que los que el pueblo haya establecido. Estos comisionados disponen de todos los medios para cumplir un fin.

 

b) Por representación: el pueblo ejerce indirectamente un poder a través de los representantes al Congreso. Este órgano legislativo detenta un poder reglado y  limitado, cuya constitucionalidad puede en todo momento ser evaluada a la luz del orden normativo vigente y el cual se desdobla en su naturaleza legislativa para pasar a ser temporalmente constituyente derivado.

 

Las fuentes de legitimidad son diferentes en cada caso. Entre la constituyente y el pueblo hay un nexo directo, mientras que entre el Congreso o parlamento y el pueblo hay un nexo indirecto, ya que la relación se encuentra mediatizada por la existencia de una constitución.

 

En este orden de ideas, la Asamblea Nacional Constituyente que expidió la nueva Constitución Política de Colombia de 1991 fue un poder comisionado del pueblo soberano. Su fuerza jurídica era fáctica, pues provino de un hecho político-fundacional, más no jurídico. Ella actuó no por orden de la Constitución de 1886 y sus reformas, sino por fuera de ella, contra ella, por disposición directa del pueblo en un período de anormalidad constitucional.

Sin embargo, la asamblea constituyente que proponemos se diferencia de la de 1991 en que si tendrá conforme a lo previsto en el artículo 241 constitucional un estudio previo de constitucionalidad, por parte de la Corte Constitucional por tratarse de una constitución ya vigente, y  solo por vicios de procedimiento en su formación. 

En el presente proyecto hemos acudido a lo previsto en la Ley Estatutaria de los mecanismos de participación ciudadana que prevé esta modalidad especial de consulta definida en el artículo 58, que realiza el Congreso, para que el pueblo en votación popular decida si convoca o no a una Asamblea Constituyente, para reformar total o parcialmente la Constitución.

Las características y rasgos propios de este mecanismo de participación, fueron definidos por el Constituyente de 1991, en el artículo 376 de la Carta, conforme al cual, quien efectúa la consulta es el Congreso de la República, mediante ley aprobada por mayoría calificada, que deberá definir el número de delegatarios, el periodo de la asamblea, la fecha de iniciación de sus sesiones y otras características propias de ésta.

Por su parte, el artículo 60 consagra el control de constitucionalidad sobre la ley que convoca la consulta, a cargo de la Corte Constitucional. No obstante consideramos del caso hacer claridad en relación con la forma en que se realiza este control. La Carta Política en el numeral segundo del artículo 241, dispone que corresponde a la Corte Constitucional decidir sobre la constitucionalidad de la convocatoria a una Asamblea Constituyente para reformar la Constitución, previamente o con anterioridad al pronunciamiento popular. Dicho examen sólo abarcará el estudio de los posibles vicios de procedimiento en su formación.

En cuanto al artículo 61, éste simplemente establece la forma en que se deberá diseñar la tarjeta electoral para la consulta. Este precepto desarrolla cabalmente el artículo 258 de la Constitución.

Así pues, estas disposiciones desarrollan las normas constitucionales que consagran los mecanismos de participación y que establecen los requisitos necesarios que deben incluirse en las tarjetas electorales con las que se realice una votación de la consulta, razón por la cual se ajustan a sus mandatos.

El artículo 62 determina la base cuantitativa del respaldo ciudadano requerido para que se entienda que el pueblo ha convocado en forma constitucionalmente válida la Asamblea, la cual equivale al voto favorable de a lo menos la tercera parte de los integrantes del censo electoral. A renglón seguido, la disposición confiere carácter inmutable a las reglas definidas por el pueblo en la consulta, las cuales no podrán ser modificadas posteriormente.

Esta disposición reproduce el artículo 376, inciso segundo de la Constitución. Tan sólo agrega lo referente a la inmodificabilidad de las reglas definidas en la consulta, lo cual se acompasa con la naturaleza misma del derecho que tienen quienes han aprobado la decisión de convocar la Asamblea.

Finalmente, el artículo 63 define cómo se habrá de fijar la fecha para la realización de la consulta que convoca la Asamblea Constituyente, la cual, no podrá coincidir con la elección de los delegatarios, ni en ningún caso, con otro acto electoral.

Esta norma desarrolla el inciso segundo del artículo 376 de la Constitución, en cuanto se refiere al mandato según el cual, la fecha de elección de los integrantes de la Asamblea Constituyente no podrá coincidir con otro acto electoral. Se entiende que tanto la elección de delegatarios como la consulta para que el pueblo apruebe la convocatoria a una Asamblea Constituyente, son dos actos totalmente distintos, en cuanto de uno se deriva la posibilidad de que haya lugar a realizarse el otro; así, para poder elegir delegatarios, es requisito sine qua non que el pueblo se haya pronunciado de manera favorable a la convocatoria de la Asamblea Constituyente. Por lo tanto, si la consulta es favorable a la convocatoria de la Asamblea, se fijará la fecha para la elección de los delegatarios dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de los resultados de la consulta por parte del Consejo Nacional Electoral.

Por lo anterior, presento ante el Congreso de la Republica esta iniciativa de convocar una asamblea constituyente para reformar la justicia, porque de hecho el Gobierno y el Congreso han fracasado en este intento en los últimos ocho años.

La instancia del referendo es inapropiada, como lo señala el Dr. NESTOR HUMBERTO MARTINEZ NEIRA porque el diseño de la reforma radicaría en el autor de la iniciativa, lo que forzosamente conduciría a que dicho proceso no fuera incluyente y estuviere marcado por intereses particulares y sesgos conceptuales, haciendo ilegitimo la apelación al pueblo para refrendar una visión de nuestra justicia.

Así las cosas, la única alternativa es la asamblea constituyente para la justicia, como aquí la traemos, mediante una ley que convoque la misma, con un marco funcional limitado, en su composición se establezca un cuerpo ecuménico, para que tomen allí asiento los sectores políticos, los sectores sociales, la academia, el poder judicial y sus trabajadores. La constituyente permitiría lograr un acuerdo amplio, que le daría legitimidad a la profundidad de los cambios que se imponen. 
JUAN CARLOS VÉLEZ URIBE 
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